Contexto latinoamericano:

Todos los países de América del Sur cuentan con sistemas de gobierno de tipo presidencialistas, de elección directa, voto obligatorio (Argentina, Bolivia, Brasil, Uruguay, Ecuador) o no (Chile, Venezuela, Nicaragua, Costa Rica), donde el presidente, acompañado por un vicepresidente sin facultades, duran en sus cargos una cantidad de años determinada (entre 4 y 7 depende el país), con opción a una reelección consecutiva en algunos casos.

La herencia de este tipo de sistema político proviene de EEUU, primer país en adquirirlo, luego de su independencia. Pero la particularidad de los países latinoamericanos y su herencia cultural de la conquista española, ha hecho que la figura del presidente distara de aquella adoptada por EEUU. Mientras en ese país, el presidente se lo pensó como uno más entre pares, sin facultades extraordinarias y fuertemente controlado por el Parlamento, en América Latina, el presidente se conformó como una figura fuerte, con poderes centralizados, que ha llevado en diferentes ocasiones y muy usualmente, al hiperpresidencialismo.
El caso abordado a continuación debe entenderse a la luz de los movimientos populistas que se llevan adelante en la región en esos años. Contemporáneamente, en Brasil Luiz Inácio Lula da Silva, asume en el 2003 al 2010 el gobierno, representando al Partido de los Trabajadores; luego de ese mandato, le traspasa el mando a Dilma Rousseff. En Argentina, se suceden, desde 2003 hasta 2015, los gobiernos de Néstor Kirchner, y Cristina F. de Kirchner (dos mandatos). Hugo Chávez desde 1999 hasta su muerte en 2013, lleva adelante el gobierno de Venezuela (con una breve interrupción en 2002), luego de lo cual asume Nicolás Maduro. Desde 2005 a la actualidad el Frente Amplio gobierna en Uruguay, destacándose José Mujica (2010-2015), como referente y protagonista del movimiento en ese país. En Nicaragua, Daniel Ortega ha sido polémicamente reelecto, gobernando así desde 2007 a 2014. También desde el 2007 gobierna en Ecuador Rafael Correa, yendo por su tercera reelección como presidente, cuyo mandato culmina en 2017. En este contexto, Evo Morales gobierna en Bolivia desde el 2006 y se habla hoy día de una posible reforma constitucional para que en 2020 acceda a un nuevo mandato.

Lo que tienen en común todos estos gobiernos es que llevaron adelante reformas económico-sociales enmarcadas en un modelo político llamado “nueva izquierda” o “neopopulismo”, ya fuere en forma más gradual (Argentina, Brasil, Uruguay) o más radical (Venezuela, Bolivia, Ecuador). Todos pueden enmarcarse en la tradición populista, aún con los peligros que conlleva utilizar una categoría tan amplia. Se trata de movimientos que se autodefinen como contrarios al capitalismo salvaje y que plantean la existencia de una lucha o dualidad entre “pueblo” y “oligarquía”. Tienden a centralizar el poder al punto de llevar adelante una nueva forma de autoritarismo, a través de liderazgos fuertes, representados en los presidentes de estos países, que debido al personalismo de sus proyectos políticos encuentran de fundamental importancia lograr una perpetuación en el cargo máximo del Ejecutivo.
Configuración política de Bolivia
Bolivia tiene la particularidad de ser un Estado plurinacional. Esto quiere decir que está compuesto por un conjunto de naciones, debidamente reconocidas en su ordenamiento jurídico. 36 son las nacionalidades indígenas reconocidas desde el año 2009, cuando se promulga la Constitución Política del Estado.
El primer artículo de la Constitución, proclama a Bolivia como un “Estado Unitario Social de derecho Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías; fundado en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico”, recuperando así la naturaleza plurinacional y la reafirmación de descolonización (elementos que la distinguen por completo de las demás constituciones latinoamericanas). Una nota de color que ilustra la convulsionada y particular historia política de Bolivia, es que se trata del primer país de la región que tuvo un sistema de gobierno semiparlamentario, en 1826, con un Jefe de Estado vitalicio, el presidente, y un Jefe de Gobierno o Gabinete, designado por el presidente con acuerdo del Parlamento, y responsable ante el Parlamento por sus actos de gobierno (Rivera S., 2011, p. 18).
Este cambio refundacional del Estado que se produce con la promulgación de la CPE, tuvo lugar en el contexto del primer gobierno a cargo de un mandatario indígena, Evo Morales Ayma, quien gana las elecciones presidenciales por primera vez en el año 2006. La nueva Constitución prevé la siguiente composición del Poder Judicial: el Tribunal Supremo de Justicia, máxima autoridad en justicia ordinaria, el Consejo de la Magistratura, órgano administrativo y disciplinario del Poder Judicial, y el Tribunal Agroambiental, responsable de la justicia especializada en materia agraria, forestal, pecuaria, ambiental, aguas y biodiversidad, y el Tribunal Constitucional Plurinacional, que: "… vela por la supremacía de la Constitución, ejerce el control de constitucionalidad, y precautela el respeto y la vigencia de los derechos y las garantías constitucionales..” (art. 196 pto. I CPE), en el marco de los principios del Estado Plurinacional de Bolivia.
En el Tribunal Constitucional Plurinacional, como en los otros órganos judiciales, la justicia ordinaria occidental como la justicia indígena, se encuentran representadas entre los magistrados que lo componen.
Ahora bien, el primer mandato de Evo Morales concluye en 2010. Se presenta nuevamente a elecciones, gana, y lleva a cabo el siguiente mandato. El problema aparece cuando quiere presentarse nuevamente a elecciones para el mandato que comienza en 2015, es decir, para las elecciones presidenciales de 2014.
Al momento de comenzar el primer mandato, se encontraba vigente la Constitución de 1938, que no preveía la reelección presidencial inmediata, sino luego de haber pasado 4 años, es decir, un mandato intermedio. La constitución promulgada en 2009 prevé en el artículo 168 un mandato presidencial de 5 años con posibilidad de una reelección inmediata. Al momento de presentar las candidaturas para el mandato 2010-2015, ya se encontraba vigente la Constitución de 2009, lo que habilitaba a Evo Morales a presentarse nuevamente como candidato a presidente.

Ahora bien, el mandato 2010-2015, ¿es una reelección, ya que Morales gobernó previamente de 2006 a 2010, o es una primera elección, que habilitaría a otro mandato?

Este es el dilema que se planteó de frente a las elecciones para el período 2010-2015, ya que, de ser la primera opción, Morales no estaría habilitado para presentarse nuevamente a elecciones; de ser la segunda, sí.
Referencias normativas y sentencia del TCP

Cuando se sanciona la Constitución del año 2009, entre sus cláusulas transitorias se encontraba la Disposición Transitoria Primera, que en su parágrafo II rezaba: “Los mandatos anteriores a la vigencia de esta Constitución serán tomados en cuenta a los efectos del cómputo de los nuevos periodos de funciones”, que claramente inhabilita a Morales a presentarse nuevamente.
De frente a esto, el Movimiento Al Socialismo, que lidera el actual presidente, presenta el 6 de febrero de 2013 ante el Senado el proyecto de “Ley de Aplicación Normativa”. Se trata de un nuevo tipo de norma legal que viene a dilucidar cuestiones de interpretación de normas constitucionales, trabajo que realiza el legislador valiéndose de los principios y valores generales del derecho, y los principios y valores de la democracia. Cabe preguntarse, ¿no les corresponde a los jueces la interpretación de las normas? En este caso, ¿no es el Tribunal Constitucional Plurinacional, al que le corresponde la dilucidación de las normas? Nos encontramos frente a un órgano legislativo que ocupa funciones judiciales.
La Ley de Aplicación Normativa, explícitamente prevé: “… De conformidad a lo establecido en el Artículo 168 de la Constitución Política del Estado, el Presidente y Vicepresidente elegidos por primera vez a partir de la vigencia de la Constitución, están habilitados para una reelección por una sola vez de manera continua…” Pero no se olvida de la Disposición Transitoria que tan explícitamente se refiere a los mandatos presidenciales y afirma: “La prescripción contenida en la Disposición Transitoria Primera, Parágrafo II, de la Constitución Política del Estado, es aplicable a las autoridades que después del 22 de enero de 2010, continuaron ejerciendo cargos públicos, sin nueva elección, designación o nombramiento.” Las nuevas restricciones incluidas, excluyen a Evo Morales de la aplicación de la Disposición Transitoria, ya que el 22 de enero de 2010, comienza su segundo mandato, fruto de una victoria electoral.
No obstante, la Asamblea Legislativa Plurinacional, con mayoría de dos tercios de los miembros presentes, en sesión del 15 de febrero de 2013, decide dirigir al TCP la “Ley de Aplicación Normativa” para someterla al control previo de constitucionalidad (art. 202 Constitución Boliviana), en una actitud que inequívocamente busca brindar legitimidad sobre la intencionalidad política del controvertido proyecto de ley.
El pronunciamiento jurisdiccional que deriva de esta consulta tendrá fuertes efectos políticos, ya que los sondeos de las intenciones de voto, señalaban, en caso de presentarse a elecciones, a Evo Morales como ganador.

El TCP se pronuncia a favor de la constitucionalidad del proyecto en análisis, mediante Declaración Constitucional Plurinacional Nª 003/2013, del 25 de abril de 2013, yendo en contra de su propia naturaleza de interpretador de la ley, y habilitando (previa sanción de la Ley de Aplicación Normativa, que tiene lugar el 20 de mayo de 2013) a Evo Morales para presentarse como candidato a presidente, por tercera vez en la historia del país.

Adhiriendo a la “Tesis de la función constituyente” (Declaración 003/2013 25/04/2013 TCP Punto III.5), el TCP afirma que “es absolutamente razonable y acorde con la Constitución, realizar el cómputo del plazo para el ejercicio de funciones tanto del Presidente como del Vicepresidente del Estado Plurinacional de Bolivia, desde el momento en el cual la función constituyente refundó el Estado y por ende creó un nuevo orden jurídico-político” (Ob. Cit, Punto III.9, p. 15). Y en relación a la aplicación temporal propuesta por la Ley de Aplicación Normativa, manifiesta que esta “no implica una contradicción con el orden constitucional vigente” (Ob. Cit, Punto III.9, p. 15). Asimismo también afirma, “el carácter soberano de la función constituyente no está vinculado a ninguna norma jurídica previa, toda vez que por su naturaleza es un poder pre-jurídico…” (Ob. Cit, Punto III.9, p. 15).
Esta histórica decisión del TCP, amerita algunas consideraciones sobre su naturaleza. Históricamente, el Poder Judicial boliviano, y en particular la Suprema Corte de Justicia, han sido la parte más inestable y débil de la configuración del poder de Bolivia. La presencia de un tribunal constitucional nace en 1998, y se transforma en un punto de interés para Evo Morales que fuerza la salida de varios de los miembros que se encontraban al comenzar su primer mandato, quedando en 2008 con solo un miembro.
Con la Constitución de 2009, se establece que los jueces y magistrados serán elegidos por voto, transformándose Bolivia en el único país de Latinoamérica con este método de elección. En 2011, finalmente tienen lugar las elecciones de jueces y magistrados para el Tribunal Agroambiental, el Consejo de la Magistratura y el TCP.

Conformación del TCP

Si bien el propio Evo Morales no era candidato a nada en las elecciones judiciales de 2011, las fuerzas políticas opositoras de la Asamblea Legislativa Plurinacional, Unidad Nacional, Movimiento Sin Miedo y Convergencia Nacional, interpretaron estas elecciones como un intento de cooptación de la cúpula judicial y convocaron a la ciudadanía a anular su voto o votar en blanco.

Esta afirmación nace de la forma en que fue realizada la preselección de los candidatos al interior de la ALP. Es importante tener presente las relaciones de fuerza que existía al interior de la ALP al momento de llevarse a cabo el proceso de preselección de los candidatos al TCP, que finalmente resultarían los magistrados vigentes, luego del proceso eleccionario, al momento de la firma de la Dec. 003/2013.
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El régimen electoral de las elecciones judiciales prevé candidaturas unipersonales, más allá de poder ser propuestos por organizaciones sociales de las naciones indígenas y de la sociedad civil. A cargo de la Asamblea Legislativa Plurinacional se encuentra el control del cumplimiento de los requisitos exigidos en la CPE, a través de una comisión mixta primero, y luego el voto de dos tercios de los miembros presentes de la Asamblea. 125 de 350 postulantes quedaron firmes, sin respetar las 188 impugnaciones que sufrieron los postulantes en atención a su falta de experiencia y mérito. 
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Teniendo en cuenta que se trataba de la primera elección judicial, no solo en Bolivia sino en América Latina, no se contaba con información suficiente sobre los candidatos. No obstante ello, que el 60% de la población votara en blanco o anulara su voto, significó un rechazo a las candidaturas que surgieron del proceso llevado a cabo en la Asamblea Legislativa Plurinacional, controlada por el Movimiento al Socialismo.
En segundo lugar, del escrutinio, resultó la siguiente conformación del TCP:
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Autoridades del TCP

Gualberto Cusi Mamani Efren Choque Capuma

Ligia Mónica Velásquez Castaños Mirta Camacho Quiroga

Ruddy José Flores Monterrey Neldy Virginia Andrade Martínez

Soraida Rosario Chanez Chire


Fuente “Resultados oficiales, elecciones judiciales 2011 Bolivia” disponible en http://reyquibolivia.blogspot.cl/2011/10/resultados-oficiales-elecciones.html.
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Tribunos suplentes TCP

Macario Lahor Cortez Chávez Milton Hugo Mendoza Miranda

Juan Oswaldo Valencia Alvarado Blanca Isabel Alarcón Yampasi

Carmen Silvana Sandoval Landívar Edith Vilma Oroz Carrasco

Zenón Hugo Bacarreza Morales


Pero las intrigas respecto a la conformación del TPC no terminan allí. Gualberto Cusi Mamani, magistrado de bases indígenas, se alza con el 28% de los votos, pero la presidencia del TCP le es adjudicada a Ruddy José Flores Monterrey. Poco tiempo después, en enero 2012, Unidad Nacional, opositor al MAS, manifiesta la existencia de injerencia del poder Ejecutivo por sobre el TCP en la distribución de las cargos, con el objetivo de hacer viable una nueva reelección de Morales. Esto es desmentido por legisladores del MAS, y particularmente por el propio Monterrey, que niega que exista la posibilidad de que el TCP se expida sobre un posible tercer mandato del presidente (La Razón, 07/01/2012). Apenas poco más de un año después, las profecías opositoras se cumplían.
Entre los firmantes de la controvertida Declaración Constitucional Plurinacional, que acaece pocos meses después de estos episodios, se encuentran Flores Monterrey, Bacarreza Morales, Choque Capuma, Camacho Quiroga, Cortez Chávez, Andrade Martínez y Velásquez Castaños, todos los cuales surgen de estos controvertidos comicios, y son duramente acusados de “devolver el favor” de sus cargos en el TCP al partido de gobierno (Erbol, 2013).
En pleno auge del nuevo gobierno, nuevo Estado, nueva Constitución, los jueces electos respondían a la línea política recientemente instaurada. Era entonces de esperarse que se expidieran en este sentido, respaldando al gobierno vigente y propiciando una continuidad a un proyecto político de demasiada juventud para lograr cambiar los fundamentos sociales y económicos del país en el tiempo que ofrecen dos mandatos.

Conclusiones:


La Declaración 0003/2013 fue de vital importancia en la reelección de Evo Morales, porque a través de ella el TCP proporcionó una clara legitimación del proyecto de ley que habilitaba al presidente a presentarse a elecciones.


Dentro de los ejemplos que podemos encontrar en América Latina donde el Poder Judicial acepta la judicialización de la cuestión política, y toma una decisión en relación a la continuidad directa o indirecta de un Ejecutivo, contamos con los casos de Venezuela, Ecuador, Costa Rica y Nicaragua.


Pero el caso boliviano cuenta con una particularidad que ninguno otro posee: la legitimidad popular de los miembros del TCP. De ello deriva una afirmación inevitable: el TCP, tuvo un proceso de conformación política- partidaria, dado que el proceso de preselección estuvo definido por una Asamblea prácticamente oficialista. Asimismo, no faltaron las intrigas y rencillas propiamente al interior del TCP. No se puede negar legitimidad a la declaración desde la calidad democrática de los actores (miembros del TCP), pero, como contrapartida, si se quiere, a esa legitimidad, se puede inducir que la politización del TCP es un elemento de influencia en el contenido de la Declaración 0003/2013.
10

_1520090338.xls
Gráfico1

		Votos válidos

		Votos en blanco

		Votos nulos



Elecciones judiciales 2011

42.1

13.87

44.03



Hoja1

				Elecciones judiciales 2011

		Votos válidos		42.1

		Votos en blanco		13.87

		Votos nulos		44.03

				Para cambiar el tamaño del rango de datos del gráfico, arrastre la esquina inferior derecha del rango.






_1520092422.xls
Gráfico1

		Movimiento al socialismo

		Convergencia Nacional

		Frente de Unidad Nacional

		Alianza Social

		Otros



Fuerzas políticas ALP 2009-2013

64.22

26.46

5.65

2.31

1.35



Hoja1

				Fuerzas políticas ALP 2009-2013

		Movimiento al socialismo		64.22

		Convergencia Nacional		26.46

		Frente de Unidad Nacional		5.65

		Alianza Social		2.31

		Otros		1.35

				Para cambiar el tamaño del rango de datos del gráfico, arrastre la esquina inferior derecha del rango.






_1521557000.xls
Gráfico1

		Macario Lahor Cortez Chávez

		Milton Hugo Mendoza Miranda

		Juan Oswaldo Valencia Alvarado

		Blanca Isabel Alarcón Yampasi

		Carmen Silvana Sandoval Landívar

		Edith Vilma Oroz Carrasco

		Zenón Hugo Bacarreza Morales



Tribunos suplentes TCP

4.4

4.05

3.91

3.83

3.59

2.83

2.45



Hoja1

				Tribunos suplentes TCP

		Macario Lahor Cortez Chávez		4.4

		Milton Hugo Mendoza Miranda		4.05

		Juan Oswaldo Valencia Alvarado		3.91

		Blanca Isabel Alarcón Yampasi		3.83

		Carmen Silvana Sandoval Landívar		3.59

		Edith Vilma Oroz Carrasco		2.83

		Zenón Hugo Bacarreza Morales		2.45

				Para cambiar el tamaño del rango de datos del gráfico, arrastre la esquina inferior derecha del rango.






_1520090302.xls
Gráfico1

		Gualberto Cusi Mamani

		Efren Choque Capuma

		Ligia Mónica Velásquez Castaños

		Mirta Camacho Quiroga

		Ruddy José Flores Monterrey

		Neldy Virginia Andrade Martínez

		Soraida Rosario Chanez Chire



Autoridades

Autoridades del TCP

15.7

10.57

7.26

5.95

5.77

5.25

5.08



Hoja1

				Autoridades

		Gualberto Cusi Mamani		15.7

		Efren Choque Capuma		10.57

		Ligia Mónica Velásquez Castaños		7.26

		Mirta Camacho Quiroga		5.95

		Ruddy José Flores Monterrey		5.77

		Neldy Virginia Andrade Martínez		5.25

		Soraida Rosario Chanez Chire		5.08

				Para cambiar el tamaño del rango de datos del gráfico, arrastre la esquina inferior derecha del rango.






